
 

 

JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO 

Buenaventura, Valle del Cauca, noviembre veintitrés (23) de dos mil 

veintiuno (2.021) 

 

Auto No.   945 
Proceso:   Acción de Tutela 

Accionante:   Fanny Grueso Olave  

Accionado:  Unidad Administrativa Especial de 

Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 

Protección Social - UGPP 

Radicación:   76-109-31-03-003-2021-00097-00 

 

Por reparto le ha correspondido a este Despacho tramitar la presente 

ACCIÓN DE TUTELA, mediante la cual la señora FANNY GURESO OLAVE 

actuando a través de apoderada judicial solicita se amparen sus derechos 

fundamentales, presuntamente vulnerados por la UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – 

UGPP.  

 

Conforme a lo establecido en los artículos 86 de la Constitución Política, 37 

del Decreto 2591 de 1991 y lo consagrado en el numeral 2º del artículo 1º 

del Decreto 333 del 6 de abril de 2021, que modificara el artículo 2.2.3.1.2.1 

del Decreto 1069 de 2015, dada la naturaleza de la entidad accionada,  y el 

domicilio de la accionante, este Despacho es competente para conocer de la 

presente acción constitucional. En tal sentido se dispondrá asumir el 

conocimiento. 

 

Ahora bien, del estudio realizado al libelo petitorio, se desprende que no es 

posible imprimirle el trámite que corresponde debido a la falta de legitimidad 

e interés para actuar, pues en el poder allegado al plenario, no cumple los 

preceptos señalados en la parte final del inciso primero del articulo 74 del 

C. G. del P., y lo señalado por la H. Corte Constitucional, quienes señalaron: 

 

“Como elementos del mandato judicial, en materia de tutela, la Corte ha 

establecido1 los siguientes:  

(i) Se trata de un acto jurídico formal por lo cual debe realizarse por escrito. 

(ii) El mandato se concreta en un escrito, llamado poder que se presume 

auténtico (Art. 10 Dto. 2591/91)2 .  

                                                 
1 Sentencia T- 531 de 2002. 
2 5 Esta presunción fue establecida por el legislador delegado en el decreto 2591 de 1991. Sobre la misma se 
pronunció tangencialmente la Corte en sentencia T-001 de 1997 en la cual la Corte resolvió el caso de abogados 
que presentaron acción de tutela como agentes oficiosos sin demostrar la indefensión de los agenciados, la Corte 
niega la tutela por que no se configura la agencia oficiosa y no se reúnen los requisitos para la representación 

judicial, afirmó la Corte: “Los poderes se presumen auténticos, según lo dispone el artículo 10 del Decreto 2591 
de 1991, pero, obviamente, tal autenticidad no puede predicarse de poderes no presentados, ya que el juez no 
está autorizado para presumir que alguien apodera los intereses de otro, sin que en el respectivo expediente ello 
aparezca acreditado”. 
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(iii) El poder para promover acciones de tutela debe ser especial.3 En este 

sentido el poder conferido para la promoción o para la defensa de los 

intereses en un determinado proceso no se entiende conferido4 para la 

promoción5 de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a 

estos tengan origen6 en el proceso inicial. (iv) El destinatario del mandato 

sólo puede ser un profesional del derecho7 habilitado con tarjeta profesional8 

Efectos del mandato judicial. El principal efecto del mandato judicial 

debidamente otorgado, es el de perfeccionar la legitimación en la causa por 

activa, por lo cual el juez de tutela, una vez constatados los elementos del 

mandato, estará en la obligación de proceder a pronunciarse de fondo sobre 

los hechos y las pretensiones relacionados en la respectiva demanda.”9 

(subrayado fuera de texto). 

 

Así las cosas, consecuente con lo expuesto y en virtud del artículo 17 del 

Decreto 2591 de 1991, se ordenará que el tutelante corrija la solicitud, 

acreditando la legitimidad e interés para ejercer la acción de tutela, para lo 

cual se le concede el término de tres (03) días, contados a partir del recibo 

de la correspondiente comunicación, so pena de ser rechazada de plano. 

 

 

En virtud de lo anterior, EL JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO 

DE BUENAVENTURA, VALLE DEL CAUCA. 

 

RESUELVE: 

                                                 
3 En la sentencia T-001 de 1997 la Corte afirmó que por las características de la acción “todo poder en materia de 
tutela es especial, vale decir se otorga una vez para el fin específico y determinado de representar los intereses del 
accionante en punto de los derechos fundamentales que alega, contra cierta autoridad o persona y en relación 

con unos hechos concretos que dan lugar a su pretensión.” 
4 En este sentido la Corte ha acogido las disposiciones del código de procedimiento civil en la materia, así en la 
sentencia T-530 de 1998 acoge y aplica la disposición del artículo 65 inciso 1º: “En los poderes especiales, los 
asuntos se determinarán claramente, de modo que no puedan confundirse con otros.” 
5 En este sentido en la en la sentencia T-695 de1998 la Corte no concedió la tutela impetrada debido a que el 
abogado quien presentó la tutela pretendió hacer extensivo el poder recibido para el proceso penal al proceso de 
tutela. En esta oportunidad la Corte reiteró la doctrina sentada en la sentencia T-550 de 1993 oportunidad en la 
cual la Corte afirmó: “De otro lado, debe desecharse la hipótesis de que el poder conferido para adelantar un 

proceso judicial sirve al propósito de intentar la acción de tutela a que pudiere dar lugar ese proceso, por cuanto 
se trata de actuaciones distintas y, si bien es cierto que la tutela tiene un carácter informal, también lo es que tal 
informalidad no lleva a presumir la existencia de un poder que no se presentó y que es necesario allegar siempre 
que se ejerza la acción de tutela a nombre de otro y a título profesional” En un sentido similar ver sentencia T-

002 de 2001, en la cual la Corte afirmó que la condición de apoderado en un proceso penal no habilita para 
instaurar acción de tutela, así los hechos en que se esta se fundamenta tengan origen en el proceso penal. 
6 En la sentencia T-530 de 1998 la Corte al revisar la decisión de una tutela promovida por el abogado de la parte 
civil en un proceso penal quien actuaba sin poder especial para el proceso de tutela, consideró que el a-quo no 

debió darle trámite al respectivo proceso debido a que el abogado no allegó el poder respectivo ni manifestó su 
calidad de agente oficioso. En este sentido aseveró que “Aunque podría pensarse que su calidad de representante 
de la parte civil en el proceso penal lo habilitaba para dicho menester, debe desecharse esta idea, en atención a 
que en el proceso penal el sujeto procesal es la parte civil y no su apoderado; es cierto que éste la representa 

conforme al poder específico que se le ha conferido; pero éste aun cuando suficiente para la actuación en el proceso 
penal no lo habilita para ejercitar la acción de tutela.” 
7 En la sentencia T-207 de 1997 la Corte se extendió en consideraciones acerca de la informalidad, propia de la 
acción de tutela y de sus implicaciones frente al ejercicio de la misma. Con respecto a su ejercicio a través de 

apoderado judicial, como excepción al principio de informalidad de la acción señaló: “Caso distinto es el de quien 
ejerce la acción de tutela a nombre de otro a título profesional, en virtud de mandato judicial, pues es evidente 
que en tal caso actúa dentro del marco legal y las reglas propias del ejercicio de la profesión de abogado, razón 

por la cual debe acreditar que lo es según las normas aplicables (Decreto 196 de 1971). Ello no solamente por 
razón de la responsabilidad que implica tal ejercicio, que se concreta en el campo disciplinario, sino por la 
necesaria defensa de los intereses del cliente, a quien conviene establecer con certidumbre que quien lo apodera 
puede actuar, de acuerdo con la ley, ante las distintas instancias judiciales y que responderá por su gestión.” 
8Sobre la obligatoriedad de que la representación judicial en tutela sea asumida por abogados en ejercicio no existe 
regulación expresa ni en la Constitución ni en los decretos reglamentarios de la acción de tutela, ante este vacío 
la Corte en sentencia T-550 de 1993 mediante interpretación sistemática del ordenamiento jurídico, a partir de 
las disposiciones generales sobre representación judicial y en especial a partir de la disposición del artículo 38 del 

decreto 2591 de 1991 (que señala las faltas para los abogados que promuevan irregularmente acciones de tutela) 
concluyó que esta disposición no tendría sentido sino se entendiera que la representación judicial sólo pudiese 
ser adelantada por abogados titulados y en ejercicio. 
9 Sentencia T-552 de 2006. 



 

PRIMERO: INADMITIR la acción de Tutela, instaurada por la señora 

FANNY GURESO OLAVE identificada con la cédula de ciudadanía No. 

31.370.036, contra la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL – UGPP, por lo expuesto en la parte considerativa de esta 

providencia.  

 

SEGUNDO: SUBSÁNESE el punto primero de la presente providencia, 

dentro del término de tres (3) días, so pena de ser rechazada, los cuales 

empezaran a contar a partir del día siguiente al de la notificación de esta 

decisión. (Art. 17 del Decreto 2591 de 1991).  

 

Por la Secretaría líbrese la respectiva comunicación y notifíquese por el 

medio más expedito y eficaz.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

(Firma Electrónica) 

ERICK WILMAR HERREÑO PINZÓN 

JUEZ 
GRR 
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